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PREAMBULO 

Inquietud permanente del hombre, 

como ente pensante, es el inquirir la 

razón de las cosas, las causas de los fe- 

nómenos, el fundamento de las insti. 

tuciones que rigen la civilización y la 

cultura contemporánea. Por esta con- 

sideración, se nos ocurre suponer que 

el elemento humano de la Institución 

Armada, de reconocida capacidad inte- 

lectual y preparación, especialmente en 

cuanto a la Oficialidad se refiere, fre- 

cuentemente se interrogue el por qué 

de la existencia de las Fuerzas Arma- 

das, dónde se encuentra el origen le- 

gal de su establecimiento, cuáles las 

razones para considerarlas como enti- 

dad tutelar de la soberanía y defensa 

nacionales. 

A tratar de absolver estas inquietu- 

des se orienta la primera parte de este 

trabajo, como una colaboración para la 

Revista de las Fuerzas Armadas, con la 

intención de presentar en una serie de 

articulos, el tema principal del mis- 

mo, relacionado con los principios, nor- 

mas e instituciones que regulan el de- 

recho de guerra o derecho bélico. 

El Derecho Bélico por desconocido 

entre nosotros, no es menos importante, 

de manera particular para quienes per- 

tenecemos a la entidad encargada de 

cumplir sus preceptos y ejercer los 

derechos que de él emanan, es decir, 

a la Institución Armada, al tenor de lo 

ordenado por el artículo 44 de la Con- 

vención de Ginebra de 1944, que fue 

suscrita por Colombia y otros cincuen- 

ta y nueve Estados integrantes en esa 

época de las Naciones Unidas, que di- 

ce asi: “Las altas partes contratantes 

tienen la obligación, tanto en tiempo 

de guerra como en tiempo de paz, de 

difundir el texto de la presente con- 

vención, en la mayor amplitud posi- 

ble dentro del territorio de sus res- 

pectivos paises y en particular, de 

incluír su estudio en los programas 

de instrucción militar y hasta don- 

de sea posible, de enseñanza civil, de 

modo que sus principios sean conocidos 

de toda la población”. “Toda autori- 

dad, militar, civil, de policía o de 

otra clase que asuma en tiempo de gue- 

rra responsabilidades con relación a las 
personas protegidas, deberá poseer el 

texto de la Convención y hallarse ins- 

y -31



truída en forma especial de sus dispo- 

siciones”. 

GENERALIDADES 

Antes de adentrarnos en los temas 

propios de la materia, parece conve- 

niente hacer una corta disertación que 

nos informe la categoría de la ciencia 

que nos ocupa y la rama a que perte- 
nece, a fin de organizar mentalmente 

nuestro estudio. Al efecto, se encuentra 

como fruto permanente de la floración 

del Derecho Romano que, Ulpiano, in- 

signe jurista del imperio, planteó, una 

división del Derecho, en “Público” y 

“Privado”, tan acertada y sabia, que 

de entonces a nuestros días, ha sido 
respetada y acogida por los comenta- 

ristas de la ciencia jurídica. La defini- 

ción que de ellos expone, nos informa 

sobre las materias que regulan, al de- 

cir: “Es Derecho Público, lo que mira 

al Estado Romano; Privado, lo que se 

refiere al interés particular”. Se en- 

tiende entonces por Derecho Público, 

el conjunto de normas encargadas de 

regular las relaciones de los estados 

entre sí, o del Estado y los particulares; 

el Derecho Privado en cambio, se ocu- 
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pa de los preceptos que ordenan la con- 

ducta de los particulares a fin de que 

esta se mueva dentro del marco de ele- 

mentales principios de equidad y bue- 

na armonía en el desarrollo de sus ac- 

tividades privadas. Entonces el Dere- 

cho Internacional que tiene por fun- 

ción primordial, dar principios y nor- 

mas reguladoras de la conducta de los 

estados en sus relaciones recíprocas, 

pertenece a la importante rama del 

Derecho Público Externo, toda vez que 

las reglas referentes a las relaciones 

del estado y los particulares, constitu- 

yen el Derecho Público interno. 

Cuando las normas ordenadas por el 

Derecho Internacional se refieren a una 

de las más discutidas actividades del 

Estado, la guerra, tan temida como ine- 

vitable, según lo ha demostrado la du- 

ra experiencia de la historia, surge a 

la vida de la ciencia jurídica, el De- 

recho Bélico, inquietud del entendi- 

miento humano, de reciente creación, 
resultante necesaria del continuo pro- 

greso y evolución del Derecho Interna- 

cional. 

El Derecho de Guerra puede inter- 

pretarse en dos significados diferentes: 

19. En su sentido extrínseco, que dice 

relación a las normas que estatuyen las 

circunstancias en que un estado obran- 

do en ejercicio de un legítimo derecho, 

puede declarar la guerra o más clara- 

mente expresado, el derecho de hacer 

la guerra. 2%. En su sentido intrínseco, 

se refiere a las normas que regulan la 

relación bélica, tratando de encausar- 

la en leyes internacionales para que es- 

tas obren hasta donde la actividad des- 

tructora del estado en guerra lo per- 

mita, a manera de preceptos humani- 

zadores que constituyen un código de 

garantias para los combatientes, los pri- 

sioneros, los heridos, los particulares, 

etc., que a la luz del Derecho de Gen- 

tes, les sirva de amparo y protección 

en el curso de las operaciones tác- 

ticas.



  

Aceptada la ubicación del Derecho 

Bélico, en el puesto que le atañe co- 

mo actividad especulativa de la cien- 

cia humana, pero de utilización emi- 
nentemente práctica, cual correspon- 

de a la acción bélica regulada; cono- 

cidos sus nexos con el Derecho In- 

ternacional y los de éste con el Dere- 

cho Público, es conveniente investij- 

gar ahora sobre el nacimiento y oOri- 

gen del Derecho de Guerra, a cuyo 

cabal sometimiento por parte del Es- 

tado tanto en su alcance intrínseco 

como en el extrínseco, resulta un tanto 

utópico, al menos, dentro del incipien- 

te desarrollo del Derecho Bélico, a pe- 

sar de haberse demostrado su conve- 

niencia a través de las últimas contien- 
das internacionales. 

Efectivamente, en la investigación 

tendiente a despejar los orígenes del de- 

recho de guerra, encontramos que la 

mayoría de los tratadistas de Derecho 

Internacional, Diena, Paglieri, Cock, 

entre otros, están de acuerdo en plan- 

tear una interesante tesis según la cual, 

así como la persona natural, el hombre, 

tiene derechos primarios naturales uni- 

versalmente conocidos, el derecho a la 

vida, a la sustentación, a la procreación, 

al bienestar personal, etc., con la mis- 

ma razón, la persona jurídica que con- 

figura el estado, tiene derechos inhe- 

rentes a su condición de sujeto de de- 

recho, que le garantizan una existencia 

autónoma en el concierto de las nacio- 

nes civilizadas, su defensa y seguridad 

y otros tantos derechos que responden 

a la satisfacción de múltiples e impres- 

cindibles necesidades del Estado, en su 

moderna concepción y en función del 

necesario desarrollo de los elementos 

esenciales que lo integran. 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE 

LOS ESTADOS 

El Derecho Internacional, de apari- 

ción relativamente reciente en el pa- 

norama de la ciencia jurídica, pues 

sólo a partir de Hugo Grocio, cono- 

cido jurista holandés del siglo XVII ad- 

quiere tal categoría y cuya denomi- 

nación actual se atribuye a Jeremías 

Benthan, le asigna al estado mo- 

derno derechos y obligaciones en su ca- 

lidad de persona jurídica, que tienen 

aplicación y cumplimiento en dos cam- 

pos completamente diferentes, a saber: 

19 El ámbito externo o internacio- 
nal, y 

22 El ámbito interno o nacional. 

En cuanto al primero, se dice que la 

aplicación de un derecho estatal per- 

tenece al ámbito externo o internacio- 

nal, cuando interviene el estado, en su 

calidad de sujeto de derecho en el 

concierto de las naciones, y cuya solu- 

ción del problema suscitado pertenece 

a la órbita del derecho internacional. En 

cuanto al segundo, corresponde al cam- 

po de aplicación nacional o interno, 

cuando es dentro de los limites terri- 

toriales del estado, donde se debe dar 

acertado cumplimiento al derecho esta- 

tal de que se trata. 

Hoy día, aún cuando la tesis ha si- 

do ampliamente debatida, se acepta que 

el estado tiene claros y precisos dere- 

chos, cuyo respeto constituye una ver- 

dadera obligación, a la luz del Derecho 

Público y sobre los cuales se fundamen- 

ta la paz interestatal y el mantenimien- 

to del orden público interno de la na- 

ción. 

De manera que el estado moderno, 

sociedad perfecta que como tal debe 

procurar invariablemente el bienestar 

de sus asociados, requiere, para su ple- 

no desarrollo, el ejercicio de los de- 

rechos que le procuren, tanto en el or- 

den internacional como en el nacional, 

el adecuado empleo de los elementos 

que lo integran, ateniéndonos a la defi- 

nición que del estado ha dado el profe- 

sor Josefh Barthelemy, así: “El estado 

es una agrupación de hombres orga- 

nizados en una unidad indivisible, bajo 
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una autoridad autónoma, en el interior 

de un territorio determinado y en vista 

del bien común de sus miembros”. Se 

observa en la definición transcrita, la 

manera acertada como el profesor de la 

Universidad de París, describe los ele- 
mentos esenciales del estado en su 

concepción contemporánea, a saber: 

a) Un pueblo o nación. 

b) Una autoridad o poder. 

c) Un territorio o país. 

d) Un fin social o de bienestar ge- 

neral. 

Establecida la personería del estado, 

como ente de derecho en el ámbito 

internacional y aceptada la tesis so- 

bre reconocimiento de derechos que 

le permitan el progreso y desarrollo 

de sus elementos constitutivos, en fun- 

ción del bienestar general, veamos a 

continuación cuáles son estos derechos, 

tratando de enumerarlos en el orden 

que a nuestro juicio establece su im- 

portancia, de los cuales, como veremos 

posteriormente, surge el Derecho de 

Guerra y en ellos fundamenta el esta- 

do contemporáneo, su existencia. 

Estos derechos han sido enumerados 

de manera diversa por los tratadistas 

que se han ocupado de ello, dando pre- 

ferencia a los que a su criterio tienen 

mayor importancia y categoría. Fiore, 

por ejemplo, habla de los derechos de 

autonomía e independencia, de conser- 

vación, de igualdad, de propiedad, etc. 

Neuman, los agrupa en derechos a la 

autonomia, al comercio, a la soberanía 

territorial; Bonfils, dice que hay uno 

principal, que es el de existencia, del 

cual se derivan el de seguridad, de- 

fensa y el de libertad que comprende 

soberanía e independencia. 

Nosotros, en concordancia con lo ex- 

puesto, hemos considerado que los 

principales o fundamentales derechos 

de los estados, conforme a la denomina- 

ción expuesta por el profesor Julio 

Diena en su texto sobre Derecho In- 
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ternacional, son los que a continuación 

se enumeran, con la aclaración de que 

solamente se plantean los más sobre- 
salientes, ya que existen otros impor- 

tantes derechos estatales, aparte de los 

aquí descritos: 

19) Derecho de soberanía. 

292) Derecho de seguridad y defensa. 

32) Derecho de representación. 

40) Derecho de comunicación. 

5%) Derecho de comercio, etc. 

Por la especial vinculación que su 

ejercicio origina con el derecho bélico y 

por tanto, con las Fuerzas Armadas, 

“e verán con algún detenimiento, so- 

lamente el derecho de Soberanía y el 

de Seguridad y Defensa, toda vez que 

el estudio de los restantes, aún cuando 

interesante y de gran actualidad, no 

pertenece a nuestro asunto. 

DERECHO DE SOBERANÍA 

La soberanía, dice el Dr. Copete en 

sus lecciones de Derecho Constitucio- 

nal, es “el derecho de mando supremo 

de que el Estado debe estar investido”. 

Juan Bodin, pensador francés del siglo 

XVI, la define así: “La soberanía es el 

derecho de gobernar una pluridad de 

familias con poder supremo en lo in- 

terior y en lo exterior”. La noción de 

soberanía, ha sido ampliamente deba- 

tida a través de los tiempos y a lo lar- 

go de la evolución de su significado, 

desde cuando se estimaba con Bodin, 

que la soberanía residía en el “sobera- 

no”, significando con esta expresión el 

Rey o Emperador, hasta el concepto de 

la moderna teoría del estado, el cual 

radica la soberanía en la nación, crite- 

rio éste que plasmaron los constituyen- 

tes colombianos de 1886 en el artículo 

29 de la Carta Fundamental, que dice: 

“La soberanía reside esencial y exclu- 

sivamente en la Nación”. 

Acatando la norma constitucional 

que ubica perentoriamente la sobe- 

 



  

ranía en cabeza del Estado con ca- 

rácter esencial y exclusivista, es con- 

veniente aclarar que hoy día han sido 

revaluadas las teorías de Bodin, Hobbes 
y Rousseau sobre la absoluta e ilimita- 

de soberania del estado, para aceptar 

la de Pillet, Jellinek, Del Vecchio y 

otros quienes plantean la relatividad 

de la soberanía estatal tanto en el or- 

den interno, como en el internaciona!. 
Al respecto, el eminente filósofo con- 

temporáneo Del Vecchio, en su obra 

“El Derecho Internacional y el Pro- 

blema de la Paz”, dice: “No errónea- 

mente se ha hablado recientemente, de 

manera especial entre los cultores del 

Derecho Internacional, de una crisis del 

concepto de soberanía. Debe este con- 

cepto aplicarse solamente al Derecho 

Interno o al contrario debe admitirse 

una supremacía de las organizaciones 

internacionales sobre aquella del esta- 

do aisladamente considerado?. 

“Prevalece sinembargo, el erróneo 

concepto de que la potestad jurídica del 

estado hacia lo externo, sea por su na- 

turaleza ilimitada y no sujeta a norma 

alguna de un ordenamiento superior. 

Se desconoce con esto, la ley suprema 

que afirma e impone la unidad del gé- 

nero humano, ley radicada en nuestro 

espíritu, proclamada en el evangelio y 

demostrada por la filosofía”. 

Efectivamente se observa cómo, en 

vista del incremento y desarrollo «del 

Derecho Internacional en los últimos 
tiempos y la definitiva estructuración 

de organismos como las Naciones Uni- 

das, conocida generalmente con la de- 

nominación de la “ONU”, la Organiza- 

ción de los Estados Americanos “OEA”, 

la organización del Tratado del Atlárn- 

tico Norte “OTAN”, etc., etc., estas 

entidades internacionales han desem- 

peñado un papel definitivo en la solu- 

ción de la mayor parte de los conflic- 

tos dentro de sus respectivas órbitas 

de acción. Sus decisiones adquieren 

mayor obligatoriedad para las naciones 

que las integran, razones por las cua- 

les no es completamente acertado ni 

ajustado a la realidad internacional de 

nuestros tiempos, continuar afirmando 

conforme a la teoría tradicional, que el 

estado disfruta en el ámbito interna- 

cional de soberanía absoluta e ilimita- 

da, toda vez que hoy día se asocia por 

imperiosa necesidad de su vida exterior, 

a organizaciones internacionales cuyos 

reglamentos y decisiones, le resultan de 

obligatorio cumplimiento. 

En cuanto a la soberanía del estado 

en el ámbito interno o nacional de apli- 

cación, es evidente que la autoridad es- 

tatal impera a lo largo y ancho del te- 

rritorio nacional, incluídos todos sus 

elementos componentes, superficie te- 

rrestre, mar territorial, espacio atmos- 

férico nacional, y estaría en error quien 
afirmara, que alguna parte del terri- 

torio colombiano, se sustrae, al menos 

en un significado legal y teórico, a la 

soberanía del estado. A pesar de ello, 

sin incurrir en incongruencia, se pue- 

de manifestar que la soberanía del es- 

tado, también sufre serias limitaciones 

en el ámbito interno de su observan- 

cia, según las tesis de tratadistas como 

Hiering, Jellinek, Carré de Malberz, 

quienes expresan que el estado se au- 

tolimita a través de sus normas jurí- 

dicas positivas, las cuales, en la Cons- 

titución, Leyes, etc., estatuyen los prin- 

cipales derechos y garantías de los ciu- 

dadanos, todo lo cual significa en defi- 

nitiva, la limitación de la soberanía es- 

tatal en el campo nacional. 

Sintetizando, se puede manifestar 

que la soberanía del estado en su orde- 

namiento interno, es total, pero no ab- 

soluta. Lo primero, desde el punto de 

vista del campo de la aplicación, por- 

que la soberanía del estado se extien- 

de a la totalidad del territorio nacional, 

sin excepciones. Lo segundo, porque 

haciendo referencia al sujeto pasivo de 

la soberanía estatal es decir, a las per- 

sonas que lo integran, tiene las limi- 
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taciones que la Constitución y las le- 

yes establecen. 

Con fundamento en lo planteado an- 
teriormente, existe unanimidad de cri- 

terios en reconocer la necesidad que 

tiene el estado, de disponer de elemen- 

tos apropiados encargados de hacer 

respetar y cumplir coercitivamente, es 

decir, con el empleo de la fuerza, en 

caso necesario, tanto en el orden inter- 

no como en el externo, los principios 

inmanentes de su soberanía. Desafor- 

tunadamente para la humanidad, pasa- 

rán muchos siglos y quizá nunca al- 

cance la meta, dadas las condiciones 

de su naturaleza misma, antes de que 

los estados puedan sustentar confiada- 

mente el respeto de su soberanía, en 

el cumplimiento de los tratados, de los 

pactos, en el campo internacional y 

el obedecimiento de las leyes en el in- 

terno. 

Entre tanto, mientras llega esa eta- 

pa de perfeccionamiento, que pertene- 

ce al terreno de la utopía de que ros 

habla el filósofo y estadista inglés 

Thomas Moro, todos los estados civi- 

lizados se preocupan en mayor o me- 

nor grado, por crear, organizar y man- 

tener sobre las armas, fuerzas militiu- 
res, que tienen la misión fundamental 

de garantizar, el respeto y cumplimien- 

to del derecho de soberanía, en tada 

la extensión de su significado. 

El estado colombiano, plantea en su 

Constitución Nacional, la creación de 

las Fuerzas Armadas, al determinar sus 

funciones esenciales en el ámbito na- 

cional e internacional, en «)J artículo 

165, que dice: “Todos los colombianos 

están obligados a tomar las armas, 

cuando las necesidades públicas lo exi- 

jan para defender la independencia na- 

cional y las instituciones patrias”. Ca- 

be observar que en el artículo trans- 

crito se puede interpretar como de sig- 

nificado equivalente, “independencia 

nacional” por “soberanía nacional”. 

316. 

DERECHO DE SEGURIDAD 

Y DEFENSA 

En la jerarquía de los derechos es- 

tatales reconocidos por las leyes inter- 

nacionales, encontramos a continuación 

de la soberanía, el que hace referen- 

cia a la seguridad y defensa de los 

estados. Como fácilmente puede cole. 
girse, tiene su origen y fundamento en 

su entecesor, porque si se adn:ite que 

el estado detenta el derecho de sobera- 

nía, vale decir, que es soberanc, es lo- 

gicc deducir que para tal eferto. debe 

estar investido del derecho natural 

que le permita proveer a su seguridad 
y dejensa. 

Posteriormente se verá en el curso 

de estos comentarios, el criterio adop- 

tado por los clásicos para catalogar la 

guerra en justa e injusta y cómo des- 

de aquellos tiempos se reconocía en 
caso de injusto ataque a una nación, 

el derecho de defensa, concept» este 

que transformado y actualizado para el 

tiempo presente, se encuentra en la 

Carta de las Naciones Unidas, artícu- 

lo 42, que a la letra dice: “Si el Con- 

sejo de Seguridad estimare que las 

medidas de que trata el artículo 41 

pueden ser inadecuadas o han demos- 

trado serlo, podrá ejercer por me- 

dio de fuerzas aéreas, navales o terres- 

tres la acción que sea necesaria para 

mantener o restablecer la paz y la se- 

guridad internacionales. Tal acción po- 

drá comprender demostraciones, blo- 

queos y Otras operaciones ejecutadas 

por fuerzas aéreas, navales o terrestres 

de miembros de las Naciones Unidas”. 

La atribución que la Organización 

de las Naciones Unidas “ONU”, deposi- 

ta en e' importante sub-organismo de- 

raminado “el Consejo de Seguridad”, 
para “realizar la acción que sea ne- 

cesaria” y ejecutar “otras operaciones” 

por las fuerzas armadas de un estado, 

riemb10 de esta Organización Inter- 
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nacionel, se ha interpretado que tie- 

ne un campo de acción tan amplio que 

llega hasta implicar, aún cuando ex- 

presarnente no se manifieste, el dere- 

cho a ceclarar la guerra. 

La Organización de los Estados Ame- 

ricanos (OEA), dispone en su cons- 

titución interna, de un cuerpo de- 

nominado “La Junta Interamerica- 

na de Defensa”, que tiene entre sus 

funciones primordiales la de organi- 

zar y coordinar, en caso de una agre- 

sión, la defensa del continente ameri- 

cano y la de los estados que de él for- 

man parte, dirigiendo la cooperación 

de las Fuerzas Armadas de los paí- 

ses signatarios del Tratado de Asis- 

tencia recíproca de Río de Janeiro, el 

que fue debidamente aprobado y ra- 

tificado por Colombia. Este importante 

organismo que tiene misiones de coor- 

dinac:ión bélico-defensivas, que fun- 

cicna permanentemente con sede en 

Washington y ante el cual tiene Colom- 

bia sus oficiales delegados, está com- 

probando con su existencia, la unifor- 

midad de criterio entre las naciones 

americanas, sobre el reconocimiento 

del Jlerecho de Defensa y Seguiidad. 

de manera tan afirmativa, que éste ha 

sobrepasado las fronteras estatales, pa- 
ra cobrar vivencia en el ámbito con- 

tinental americano. 

El Constituyente colombiano «le 1886, 
en su función de dictar los preceptos 

fundamentales de la República, que- 

riendo cristalizar en una norma per- 

manente el vital derecho de defenza, 

autcrizó al Presidente para declarar 

la guerra sin consultas ni requisitos 

previos, es decir, de manera inmedia- 

ta, cuando se haya producido una 

agresión y sea por tanto urgente re- 

chazarla, según lo estatuido en el ar- 

tículo 120, numeral 9%: “Corresponde 

al Presidente de la República como 

suprema autoridad administrativa: pro- 

veer a la seguridad exterior de la Re- 

pública, defendiendo la independencia 

y la honra de la Nación, y la invio- 

labilidad del territorio; Declarar la 

Guerra con permiso del Senado, o Ha- 

cerla sin tal autorización cuando ur- 
giere repeler una agresión extranjera”. 

Consecuencia de las tesis anteriores, 

es la imperiosa necesidad que surge 

para el estado, sustentada en el Dere- 

cho de Seguridad y defensa de crear, 

organizar y mantener elementos de 

fuerza que estén en condiciones de res- 

paldar aún coercitivamente, este pri- 

mordial derecho estatal, cuando los 

medios pacíficos empleados para la 

solución del conflicto, resulten ine- 

ficaces. Aparece así, espontánea y ló- 

gicamente, el origen y fundamento ju- 

tídico de las Fuerzas Armadas a la 
luz del Derecho Internacional, como 

el medio adecuado a la misión de vi- 

gilar y realizar el mantenimiento per- 

manente de la seguridad de la nación. 
El legislador de 1886, al hablar de 

la Fuerza Pública en la Constitución 

Nacional que actualmente nos rige, en 

plena concordancia con los principios 

enunciados, dictó una norma que ha 

permanecido intacta a través de las di- 
ferentes reformas que ha sufrido y que 

constituye en el orden jurídico interno 

del Estado Colombiano, el sustento v 

la fuente de la Institución Castrense, 

plasmada en el artículo 166: “La na- 
ción tendrá para su defensa un Ejér- 

cito permanente..... ”. Es sabido que 

el vocablo “Ejército” se interpre- 

ta hoy día como extensivo a la Fuer- 

za Aérea y a la Armada Nacional y 

por tanto equivale a la expresión 

“Fuerzas Militares”. 

Se ha pretendido a través de estos 

comentarios, hacer un estudio siste- 

mático que nos permita, tal como se 

planteó al iniciarlos, investigar sobre 

el origen legal de las Fuerzas Armadas, 

con fundamento en el derecho de so- 

beranía y como medio indispensable 

para garantizar el de Seguridad y De- 

fensa del Estado Colombiano, en el 
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ámbito externo oO internacional. En 

el interno o nacional se vió cómo exis- 

te una completa armonía entre los 

principios del Derecho Internacional y 

las normas que a través de los artícu- 

los 165 y 166 de la Constitución Nacio- 

nal, constituyen el fundamento y ori- 

gen jurídico de las Fuerzas Armadas 
de la Nación. 

Finalmente, se ha llegado a través de 

este análisis a la conclusión planteada 
en su iniciación, cuando se dijo para 

seguir un orden lógico, sobre la con- 

veniencia de averiguar los principios y 

fundamentos del Derecho Bélico. E- 

fectivamente el Derecho Bélico y las 
Fuerzas Armadas cuyo origen común 

salta a la vista, toda vez que estas cons- 

tituyen el sujeto activo de esta cien- 

cia en su sentido extrínseco y el pa- 

sivo en su significado intrínseco, ema- 

nan de fundamentos comunes que se 

concretan en el legítimo ejercicio de 

los derechos atribuidos al estado y 

más precisamente en el Derecho de 

Soberania y en el de Seguridad y De- 

fensa, según se ha visto. En realidad, 

cuando quiera que un estado se ve 

precisado a darle efectividad jurídica 
y práctica al Derecho de Soberanía y 

cuando después de agotar los recur- 

sos existentes en el Derecho Interna- 

cional contemporáneo, para la solución 

pacífica de los conflictos, se halla avo- 

cado al empleo de la fuerza, para defi- 

nir a través de la guerra la supervi- 

vencia de la Nación, a fin de mantener 

incólume su libertad y autonomía, me- 

diante el legítimo empleo del derecho 
de Seguridad y Defensa, surge a la vi- 

Ga jurídica el Derecho Bélico o Dere- 

cho de Guerra, mediante cuyas nor- 

mas se Califica la legitimidad o arbi- 

trariedad de la misma y posteriormen- 
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te en el curso de las operaciones bé- 

licas, trata de humanizar con sus pre- 

ceptos la tremenda acción destructora 

del estado moderno, conceptos que co- 

rresponden según lo visto anteriormen- 

te a la significación intrínseca y ex- 

trínseca del Derecho de Guerra o De- 

recho Bélico. 

Para concluír estos comentarios, es 

conveniente observar que no ha sido 

nuestra intención hacer una apología 

de la guerra, sino al contrario, tratar 

de demostrar que para el mantenimien- 

to del dón imponderable de la paz, es 

necesario e indispensable para todo 

estado organizado, la sustentación de 

Fuerzas Armadas, cuyo origen, funda- 

mento y funciones se hallan en Co- 

lombia, al igual que en las demás na- 

ciones, en la Constitución Nacional, 

desde el punto de vista de la organi- 

zación interna del estado; y en el cam- 
po internacional, en la necesidad de 

respaldar y defender los derechos de 

soberanía y seguridad, cuyo ejercicio 

en el terreno de las vías de hecho, da 

origen, según se ha visto, al derecho 

de guerra o derecho bélico. 
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